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LiMA
ANASTACto FERNÁNDEZ TRUJTT-1-o

SEN'T'ENCI,\ INTITRLOCUTORIA DEL'TRIBUNAL CONSTITUCIONAI,

1.ima.5 Lle noviembre de 201¡l

ASUNl'O

Iln la senlencia emitida en cl llxpediente 00987-2014-PA/TC, publicada cn eldiario
oltcial El Peruano el 29 dc agoslo de 2014, este Tribunal cslableció. en el

1() 49, con carácter dc prccedenle, que se expedirá scntencia inlerloculoria
ia. dictada sin nlás lrámite. cuando se presentc alguno de los siguientcs
. que igualmentc cstán contenidos en el articulo 1l del Ileglalnento

del 1'ribunal Constilucional

i
Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
La cucstión de Derecho contenida en el recurso no sea de espccial
trascendencia constitucional.
La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribu¡al
Constitucional.
Se haya decidido de manera desgstimatoria en casos sustancialmenle iguales.

2. En el presenlc caso. el demandante solicita pe¡sión del régimen gcneral dc
jubilación del Decreto Ley 19990. para lo cual, a partir de la entrada en vigor del
Decreto [,ey 25967, es necesario haber electuado un mínimo de veinle años de
aportaciones al Sistenla Nacional de Pensiones. La Oficina de Normalizacior)
I)revisional (ONP) solo Ie ha reconocido once años y cuatro meses de aportaciones
(lolio Il6). Para acrcdilar mayores aportes. el recurrente ha prcscnlado
documenlación que no es idónea. En elcclo, por el periodo no reconocido laborado
para las enrpresas Co¡npañía Minera El Pilar. Samuel Suárcz SA Contralistas
Gcnerales y Bohl y itivcra Ingenieros SRL cl recurrenle ha prescnlado
declaraciones juradas (folios 333, 330 y 329, respectivamente)! quc no soD
docrnle¡los idóneos para acrcditar apotes ya que son dcclaraciones unilateralcs dc
parte; asimislno, ha presentado el ceÍilicado de trabaio expedido por el Cobierno

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Anastacio Fernández
Trujillo contra la resolución de folio 404, de fecha 10 de agosto de 2016, expedida por
la Tercera Sala Civil dc la Corlc Superior de Justicia de Lima quc declaró inlundada la
denranda de autos.
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Regional de Huánuco Direcc;ón de Transportes y Comunicaciones (folio 2l) cn
el que se consigna que laboró desde cl l5 de octubre de 1979 hasta el 30 dejunio
dc 1987, y co¡rstancia de tiempo de servicios (ff.27 a 29); sin embargo. dicho
periodo ya ha sido reconocido por la demandada, conforme se aprecia a fojas 136.

Por consiguiente, la referida documentaoión contraviene lo dispuesto en la
sentencia emitida en el Expediente 04762-2007-PAITC quc, con carácter de
precedenle, establece las reglas para acreditar periodos de aportaciones en el
proceso de amparo.

3. Dn consecuencia, y de lo expuesto en el fundamento 2 supro, se verifica que el
presente recurso de agravio constitucional ha incurrido en la causal de rechazo
prevista en el acápite c) del fundamento,l9 de la sentencia recaída en el Expedienle
00987-2014-PAnC y en el inciso c) del aÍiculo I I del Reglamento Nor¡nativo del
Tribunal Constilucional- Por esta razón, corresponde declarar, sin más 1rámitc.
i¡nprocedente el recurso de agravio constitucional.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le

confiere la Constitución Política del Pqrú, y la participación del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera, convocado para dirimir Ia discordia suscitada por cl voto singular dcl
magistrado Felrero Costa.

RLSUlll-Vl,l

Declarar IMPROCEDENTE el recurso d vio constitucional

MIRANDA CANALES
SARDÓN DD TABoADA
IisPINos^-SALDAñA
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRXRO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponenc¡a
de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respeluosamente
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a
continuación expongol
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EL TRTBUNAL CoNSTITUCIoNAL coMo coRTE DE REvrsróN o FALLo y No DE

CASACIÓN

La Constituqión de 1979 creó el Tribunal de Garantías Constitucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano fld ,oc, independientc del Poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos fundamenlales.

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció quc el Tribunal de Carantías
Constituc¡onales era un órgano de control de la Constitución, que teníajurisdiccion
en ¡odo ellerritorio nacional para conocer, en yíc! de casación, de los haheas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada para f¡llar en forma definitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechor reconocidos en la Consritu,idn.

3. En ese senrido, la Ley 23385, Ley Orgán;ca del Tribunal de Caranrias
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus artículos 42 aI46, que
dicho órgano, alencontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma errada o ha incurrido en graves vicios procesales en ¡a
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la deficiencia, devolverá los actuados a Ia Corte Suprema de Justicia de Ia
República (reenvío) para que emita nuevo fallo s¡guiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados

4. El modelo de turela ante amenazas y vulneración de dcrechos fue seriamente
modificado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a ouatro, a saber, habeas corpus, afiparo, hcrbeas ddttt
y acción de cumpli,niento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando Ia Constitución lo
califica erróneamente como "órgano de control de la Constitución". No obstante, en
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materia de procesos constitucionales de la libertad, la Constitución establece que el
Tribunal Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Politica del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribunal Constilucional "conocer, en úhima y
defnílíya instancia, las resoluciones denegatorias dictddas en los proceso,r de
habeas corpus, dmparo, habeas data y acción de cunpliniento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos f'undamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
contravendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
defensa de la persona huma¡a y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
soc;edad y del Estado (artículo 1),y "la observancia del ¡leb¡¿o proceso ), tufela
jurísdiccional. Ninguna persona ptrcde ser desyíada de la jurisdiccún
predetermínada pol la ley, n¡ sometida a procedimiento distinto de los preri.tmenfe
etlablecidos, ní juzgada por ótganos jurísdiccionales de excepció11 ni por
comisiones especidles creadas al efecto cualquiera sea su denominación".
con\agrarla en el anrculo lr0, inci\o J.

6. Como se advierte, a difercncia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la \ía del certiordri
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Peru el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interprelación de la Constitución capaz de ingresar al fbndo
en los llamados procesos de Ia libeñad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, se
debe abrir la via correspondiente para que el Tr¡bunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero Ia apertura de esta vía solo se produce si se permire al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormeno¡izado
dnalisi\ Je lo que se pretendc. de lo que 5e in!oc¿.

7. Lo co¡stitucional es escuchar a la parte como concretización de su derccho
irrenunciable a la defensa; ade¡¡ás, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de defensa de los derechos fundamenta¡es fre¡te a los poderes
públicos y privados, lo cual evidenc¡a el triunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

Et, DERECHO A sER oiDo coMo NIANIFESTACTóN DE LA DEMoCRAT-IZACIóN DE Lo§
PRocESos CoNsrf¡ ucloNAr,ns DE LA LIBERTAD

8. La administración de justicia constilucional de la libertad que brinda el Tribunal
Constitucio¡el, desde su creación, es rcspetuosa, col¡o corresponde. del dcrecho de
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defensa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

determinen .u' derechos. inlereses ) obliga.iones.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
si¡ realizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, Ia cual, sólo es
efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de mane¡a escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concretándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervención de las paÉes, conesponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oído con las debidas ga¡antías.

I1. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de visla, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. De lo contrario, se decidiría sobae la eslera de interés de
una persona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resultarra
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucionai tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, Ias razones, los motivos y los
argumentos que justiñcan sus decisiones, po¡que el Tribunal Constitllcional se
legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficiente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.
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12. En ese sentido, la Corte lnteramericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "oblíga al Estado a tratar al indi¡iduo en todo momento como
n t,rJafuro suJelo del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, y t1o

¡implenentc (ono ubJero del ntsmo"', y que "para que exista debído proceso legdl
es prec¡so que uk ju:tticiable pueda hacer laler sus derechos )) def¿ der sus
íntereses en forna efectira y en condiciones de igualddd proc¿sal con otros
justiciables'4.

I Corte IDH. Caso Baneto Leiva vs. Venezuela, sentencia del l7 de noviembre de 2009.
parrafo 29.

'Corte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 2l dejunio de 2002, pánafo 146.
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NATUR"{LEzA PRocESAL DEL Rf,cuRso DE AGRAvlo CoNSTrrucroNAL

13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede scr
desvirtuado por el Tribunal Constituc¡onal si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su reformador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de ¡a libertad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia jL¡ridica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recalificar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los artículos l8 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta cs una competencia de ¡a
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le corresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la parte alega
como un agravio que le causa indefensión.

17. Porlodemás,m tat¡s mutand¡s, el p¡eaedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional e¡ otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una realirmación de la naluraleza
prosesal de los procesos constitucionales de ¡a l¡bertad (supletoriedad, via pre\,ia,
vías paralelas, litispendencia, i¡vocación del derecho constitucional líquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal dist¡nta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agra\,io
constitucional.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber.
identificar en qué casos se aplicaria. No hacerlo, no definirlo, ni justificarlo.
convierte el empleo de la p.ecitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podria
afectar, entre otros, el derecho fundamental de defensa. en su manifestación de ser
oído con las debidas garantias, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
care¡tes de predictibilidad, alectando notablemente a los .iusticiab¡es, quienes
tendrían que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de prcsentar slr
respectiva demanda.
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1 9. Por tanto, s i se tiene en cuenta que !a j usticia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacional de protección de derechos
humanos.

20. Cor¡o afirmó Raúl Ferrero Rcbagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una delensa total de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección iudicial auténtica".
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